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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE DECLARACION

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DECLARA

Su enérgico respaldo y apoyo a la Ley Nacional sancionada con fecha 11 de septiembre de 2014, que declara de Interés Público la Reestructuración de la Deuda 2005-2010 y el Pago Soberano Local que comprenda el cien por ciento de los Tenedores de Títulos Públicos de la República Argentina, en condiciones justas, equitativas, legales y sustentables.

FUNDAMENTOS

El presente proyecto se origina en una propuesta enviada desde el Poder Ejecutivo Nacional al Senado de la Nación para poner en consideración de este,  un proyecto de ley para declarar de interés público la reestructuración de la deuda 2005-2010 y el pago soberano local, que comprenda al cien por ciento de los tenedores de títulos públicos de la República Argentina, en condiciones justas, equitativas, legales y sustentables.

La propuesta favorece la implementación de diversos instrumentos legales que le permitan el cobro de los servicios correspondientes al cien por ciento de los Títulos emitidos durante la Reestructuración de la Deuda Soberana 2005-2010, y a su vez de los que en el futuro se emitan en reemplazo de aquellos que aún no ingresaron  a dicha Reestructuración.

La normativa resulta necesaria ya que la Argentina ha visto bloqueado el procedimiento para el cobro de los Tenedores de Títulos de la Deuda Pública Reestructurada en los años 2005 y 2010, por las ilegítimas e ilegales medidas que fueron adoptadas por la justicia de los Estados Unidos de América en la causa NML Capital Ltd. et al v. Republico of Argentina (las órdenes pari passu), en trámite por ante el Juzgado de Distrito Sur de la Ciudad de Nueva York, y que no tiene precedentes en ningún lugar del mundo.

Con la aprobación de esta ley, nuestro país ratifica la voluntad, facultad y capacidad de pago y el compromiso asumido en aquellas obligaciones, evitando de esta forma que los futuros depósitos sean bloqueados por el Juez Griessa.
La Suprema Corte de los Estados Unidos de América, el día 16 de junio de 2014, rechazó el pedido, presentado por la Argentina, y de esta forma dejó firme las órdenes dictadas en la citada causa judicial, que obstaculizan de manera ilegítima el cobro de los fondos pagados por nuestro país el pasado 26 de junio de 2014, con el objeto de la deuda reestructurada en el marco de los Decretos Nros. 1.735 del 9 de diciembre de 2004 y 563 de fecha  26 de abril de 2010.

Las órdenes pari passu mencionadas, que fueron dictadas por el Juez Griesa imponen a la Argentina a otorgar un trato desigual entre sus acreedores, condenándola a pagar a los fondos buitre el 100% de capital más los intereses devengados cada vez que nuestro país pague el importe total adeudado (solo intereses) a los Bonistas que entraron al Canje en los años 2005 y 2010, lo que implica a todas luces una estafa hacia éstos últimos.

En consecuencia, la cesación de pagos sobre fines del año 2001 tuvo penosos resultados para la República Argentina. Pero fueron decisiones tomadas por el Estado Nacional en pleno ejercicio de sus atribuciones soberanas y constitucionales para hacerle frente a una crisis estructural que puso en peligro su propia institucionalidad.

En torno a lo expuesto, y luego de un extenso proceso de diálogo y negociación con los acreedores, la Argentina abre el canje 2005, a través del Decreto N° 1.735/04 que dispuso la reestructuración de la deuda del Estado Nacional mediante una operación de canje nacional e internacional, que tuvo una favorable adhesión de más del 76%.

De acuerdo a lo expresado, el Poder Ejecutivo Nacional abrió el Canje 2010, mediante el Decreto N° 563/10, que dispuso la reestructuración de la deuda del Estado Nacional instrumentada en los títulos públicos  que fueran elegibles  para el canje dispuesto por el Decreto N° 1.735/04, el cual permitió que la adhesión al proceso de reestructuración de la deuda argentina, llegara a un 92.4%.

En el marco del proceso de reestructuración de deuda soberana, en el año 2013 se sanciona la Ley N° 26.886, por medio de la cual se autorizó al Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, a realizar todos aquellos actos necesarios para la conclusión del proceso de reestructuración de los títulos públicos que fueran elegibles para el canje dispuesto por el Decreto N° 1.735/04 y sus normas complementarias que no hubiesen sido presentados al mismo ni al canje dispuesto por el Decreto N° 563/10, en los términos del artículo 65 de la Ley N° 24.156 de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional y sus modificatorias, con el fin de adecuar los servicios de dicha deuda a las posibilidades de pago del Estado  nacional  en el mediano y largo plazo (v. art 1).
Debemos destacar que el 7 de noviembre de 2003 NML Capital Ltd. y otros, demandaron a la República Argentina ante la Corte de Distrito Sur de Nueva York por la falta de pago de ciertos Bonos Externos Globales de su tenencia, emitidos según el Fiscal Agency Agreement (FAA) con fecha 19 de octubre de 1994. Los demandantes son fondos buitre con sede en Islas Caimán, Delaware, etc., que compraron bonos argentinos- luego del default y aún con posterioridad a los canjes 2005 y 2010- a centavos de dólar, y a los únicos fines de litigar judicialmente para lograr el cobro del 100% de la deuda y obtener así ganancias usurarias.  Son entidades dedicadas a la especulación financiera, y su modelo de negocio consiste en comprar a precio vil la deuda de países en crisis, para luego obtener ganancias exorbitantes a costas de los esfuerzos del resto de los acreedores y de la población de estos países. NML no invirtió nunca en la Argentina. 

El 12 de diciembre de 2013, cuando se toma conocimiento que NML y otros demandantes intentarían alegar en el futuro que los pagos que pudiera realizar la Argentina respecto de una eventual reestructuración de deuda, o a instituciones internacionales, resultarían violatorios de la cláusula pari passu  contenida en los títulos de su tenencia, Argentina presentó una moción ante el Juez Griessa solicitándole que declare que esos pagos no violarían dicha cláusula.

En una audiencia oral del 15 de enero de 2014 con el Juez Griessa y varias partes demandantes en casos relacionados, los representantes de la República Argentina le plantearon a dicho magistrado qué sucedería si no se trataba en ese momento la cuestión de la cláusula pari passu, anticipando esta jugada de NML. Por eso, la Argentina solicitó que se dejara sentado que la cláusula pari passu no requiere pago a prorrata, no establece prohibición de pagar a un acreedor y no ordena el cese de pagos por no pagar a uno o más acreedores. NML argumentó que la cláusula sí exige el pago a prorrata, pero instó al juez a que no decidiera en razón de que la cuestión no se encontraba “madura”. Entonces el juez, rechazó la moción basado en un tecnicismo, alegando que no había caso o controversia por tratar, y por lo tanto no resultaba relevante para ese momento ni para el futuro. Se negó de forma manifiesta a brindarle seguridad jurídica a la Argentina en forma previa  a encarar el mayor proceso de reestructuración de deuda soberana de su historia.

La República Argentina, confió al momento de emitir los bonos regidos por legislación y jurisdicción de los Estados Unidos de América, en la total y correcta aplicación de la FSIA (Foreign Sovereign Immunities Act), norma que fue adoptada en el año 1976 y que determina que las medidas de ejecución de bienes contra los Estados extranjeros deben cumplir los estándares de esa norma referida, la que otorga a esos sujetos inmunidad de ejecución en su propiedad y activos, como limitadas excepciones.

Si la ejecución de determinados bienes de Argentina no ha sido posible para los demandantes, es simplemente por el derecho que le asiste a la República a ampararse en  esas inmunidades, como lo haría cualquier Estado soberano cuando es amenazado con pretensiones ilegítimas.

Estas ilegales medidas de ejecución avaladas por el sistema judicial de los Estados Unidos, en violación de sus propias normas (FSIA) y al principio de inmunidad soberana de la República Argentina, no fueron sino una estrategia de NML a los fines de presionar a nuestro país, para que se someta al pago del cien por ciento de lo exigido, que además de ser mucho más de los exigido por el 92.4% de los restantes acreedores, sino que es un reclamo que pretende un margen de ganancia superior al 1600%, en forma inmediata.

Debemos señalar que, los pagos relevantes que debe realizar la Argentina se efectúan al Agente Fiduciario (“Trustee”), que es el Bank Of New York Mellon (BNYM), en las cuentas que tiene abiertas esa entidad extranjera en el Banco Central de la República Argentina, a más tardar a la 1:00 P.M hora local en ese lugar de pago, el día hábil anterior a cada fecha de pago de intereses o de pago de capital (v. Sección 3.5 Pagos, Trust Indenture).

A partir del momento en el cual se efectúa el pago al Agente Fiduciario, los montos depositados ya no son propiedad de la República. Corresponde al Fiduciario transferir los montos ahí depositados a los Tenedores  de los títulos quienes tienen derecho absoluto  e incondicional  sobre ellos. 
En virtud de lo manifestado, la Argentina efectúo el 26 de junio de 2014 el pago correspondiente al vencimiento de intereses operado el 30 de junio de este año, sin que al día de la fecha el BNYM procediera a la distribución de las sumas depositadas a los Tenedores de los Bonos de los Canjes de 2005 y 2010, emitidos bajo las leyes de Nueva York e Inglaterra (Eurobonos).

Una minoría no puede poner en riesgo la reestructuración alcanzada con los Canjes de 2005 y 2010. El Juez Griesa afirmó que la única forma de resolver este conflicto es que la República y los demandantes lleguen a un acuerdo. Sin embargo, cualquier acuerdo al que pudiera eventualmente arribarse en la causa NML enfrenta actualmente un obstáculo de difícil superación: la cláusula Rights Upon Future Offers (“RUFO”) contenida en los prospectos de los Canjes de 2005 y 2010. Dicha cláusula establece que si Argentina voluntariamente hiciera una oferta de compra o canje o solicitara consentimientos para modificar cualquier Título Elegible no ofrecido ni aceptado en los Canjes anteriores, deberá adoptar las medidas necesarias para que los participantes de las operaciones de Canje 2005 y 2010 tengan derecho a canjear títulos oportunamente recibidos en las condiciones que establecen los prospectos respectivos, lo que equivaldría en este caso concreto, siguiendo las expectativas difundidas por los holdouts, al pago total de intereses más capital de los bonos originales.
Dicha cláusula tiene vigencia hasta el 31 de diciembre de 2014 y su activación destruiría por completo los procesos de reestructuración de deuda llevados a cabo en 2005 y 2010, aniquilando los esfuerzos por el Estado y su población para cumplir sus compromisos internacionales.

En junio de 2014, el Juez Griesa designó un “Special Master” para asistir a las partes, a fin de llegar a una solución definitiva que contemple las limitaciones de naturaleza fáctica y legal antes apuntadas. En todo momento, la República Argentina asistió a las audiencias convocadas por este, demostrando una vez más su voluntad de diálogo a los fines de alcanzar una solución.


La República Argentina ha honrado sus deudas con la totalidad de los Tenedores que entraron a los Canjes de 2005 y 2010, en el proceso de restructuración de deuda soberana más grande, complejo y exitoso que algún país haya enfrentado. La adhesión total del 92,4% de los Tenedores con Títulos elegibles es la prueba cabal de ello, como también el apoyo mundial a las gestiones realizadas por nuestro país en diversos ámbitos y organismos internacionales (CEPAL, OEA, UNCTAD, G-77, FMI, entre otros).

Desde mayo de 2003, la República se embarcó en una férrea política de desendeudamiento. Esta estrategia estuvo basada en dos reestructuraciones de la deuda soberana, que se cristalizaron en los procesos de canje voluntario de deuda en los años 2005 y 2010, mencionados anteriormente. Sin embargo, el proceso de desendeudamiento no se limitó a la reestructuración de la deuda en default, sino que fue más abarcativo, con el objetivo de normalizar las relaciones financieras de Argentina con el mercado financiero internacional e incrementar la Soberanía Nacional. Actualmente, la deuda de los argentinos, que en el año 2002 representaba aproximadamente el 166% del PBI, ha pasado a representar en moneda extranjera, una suma menor al 10% del PBI.

La República Argentina no puede negociar un acuerdo con los demandantes en la causa NML sin afectar sus reservas de manera significativa. El fallo del Juez Griesa obliga a pagar a los fondos buitre en el mismo momento en que se pague a los tenedores del canje los vencimientos de intereses. Los propios buitres admiten, asimismo, que el fallo del Juez Griesa implica obligaciones adicionales para el país por un mínimo de 7.500 millones de dólares estadounidenses, es decir, más de un 25% del saldo de reservas internacionales del país. Es evidente que un golpe de esa magnitud implica un desproporcionado perjuicio para Argentina.

Además, si el 92,4% de los bonistas que entraron al canje reclamaran lo mismo, en el marco de la cláusula RUFO, la República Argentina podría afrontar juicios por valores que algunos especialistas estiman en más de 500.000 millones de dólares estadounidenses, y que como mínimo se ubicarían en los 120.000 millones de dólares estadounidenses

Corresponde que el Estado Nacional continúe defendiendo su exitoso proceso de reestructuración de deuda soberana que le permitió al país experimentar el mayor período de crecimiento con inclusión social de su historia. La República Argentina pide condiciones justas, equitativas, legales y sustentables para cumplir con sus obligaciones con el 100% de sus acreedores.

Acorde a lo descripto, la República Argentina ha desarrollado diferentes cursos de acción para salvaguardar los intereses de la Nación, y a su vez, los derechos de terceros involucrados- los Tenedores de Títulos de la Deuda reestructurada en los años 2005 y 2010.
La Argentina continuará intimando al Agente Fiduciario para que cumpla las obligaciones a su cargo, y seguirá instando ante la justicia de los Estados Unidos de América la remoción de los impedimentos que actualmente interfieren con la correcta distribución de los pagos que la República Argentina ha realizado. Asimismo instó a los bonistas a ejercer sus derechos y sus consecuentes remedios judiciales en virtud del “Trust Indenture”, para el caso que el Agente Fiduciario incumpla con sus obligaciones, en particular la de transferir los importes por los pagos que la República ha realizado a su favor.

El 7 de Agosto de 2014, Argentina presentó ante la Corte Internacional de Justicia, con sede en La Haya, una demanda contra los Estados Unidos de América, destinada a responsabilizar a la demandada por los perjuicios que le están siendo ocasionados a la Argentina en virtud de las decisiones adoptadas por los Tribunales judiciales estadounidenses, en el marco de la ya aludida causa NML Capital Ltd., et al, v. Republica of Argentina.
La Argentina señaló en su demanda que los Estados Unidos, a través de su Poder Judicial, ha violado su obligación internacional de respetar la soberanía argentina, generando graves inconvenientes e impidiéndole a los bonistas el cobro del pago realizado por la República Argentina en tiempo y forma, respecto de la deuda reestructurada, vulnerando así la decisión soberana de la Nación Argentina de reestructurar su deuda externa.

Asimismo, en dicha presentación, la República Argentina consideró que “dado que un Estado es responsable por la conducta de todos sus órganos, las violaciones mencionadas, han generado una controversia entre la Argentina y los Estados Unidos”, que la República Argentina “somete a la Corte Internacional de Justicia para su resolución”.

Sin perjuicio de las acciones desarrolladas, y de las que resulten en el futuro, el objeto de la presentación del proyecto es reivindicar el derecho de la República Argentina como Estado Soberano de pagar su deuda exterior, e implementar mecanismos que permitan el cobro del cien por ciento de los Tenedores de Títulos Públicos, en condiciones justas, equitativas, legales y sustentables.

Como es notoria la incapacidad del Bank of New York Mellon como Agente Fiduciario del Convenio del Fideicomiso 2005-2010, se autorizó al Ministerio de Economía y Finanzas Públicas a adoptar las medidas necesarias para remover al citado Banco y designar, en su reemplazo, a Nación Fideicomiso S.A, sin perjuicio del derecho que asiste a los Tenedores de designar a un nuevo Agente Fiduciario.
A su vez, se establecen mecanismos tendientes  a asegurar el cobro de tenedores que adhirieron a la Reestructuración de Deuda Soberana 2005-2010, disponiéndose la creación de una cuenta especial cuyo objeto será aplicar los fondos allí depositados en fiducia al pago de los servicios de deuda correspondientes, autorizándose al Ministerio de Economía a efectuar dichos pagos. Se prevé también, que dichos Tenedores, podrán optar, en forma individual o colectiva, por solicitar un cambio en la legislación y jurisdicción aplicable a sus títulos, autorizándose al Ministerio de Economía a instrumentar un canje por nuevos Títulos Públicos, regidos por legislación y jurisdicción local, en términos y condiciones idénticas, y por igual valor nominal, a los de los Títulos Reestructurados que se presenten al citado Canje.
Con relación a los Tenedores que aún no ingresaron a la Reestructuración de Deuda Soberana 2005-2010 se contempla la creación de otra cuenta especial en la que se depositarán los fondos equivalentes a los que correspondería pagar por los servicios de los nuevos Títulos Públicos que en el futuro se emitan, de acuerdo al art. 1 de la Ley 26.886, autorizándose al Ministerio de Economía a efectuar los depósitos pertinentes.

El proyecto fue aprobado con 134 votos a favor. Además de los votos propios del Frente para la Victoria, se sumaron sus socios del Frente Cívico de Santiago del Estero, Nuevo Encuentro, PJ La Pampa, Movimiento Solidario Popular, Movimiento Popular Fueguino, y también recibió respaldo de los tres diputados del Movimiento Popular Neuquino y del radical Eduardo Santín, quedando demostrado de esta manera que el fin perseguido por esta ley, es el paso más adecuado para cumplir con las obligaciones a las que se sometió la República Argentina.
Por todo lo expuesto y argumentado, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de declaración de beneplácito de la Ley Nacional de Pago Soberano aprobado el 11 de Septiembre de 2014 por el Congreso Nacional.
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